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La tragedia garífuna 

Encerrados fuera de su territorio
Biodiversidad

Hay una certeza que crece en los 
espacios donde se divulga la si-
tuación de los pueblos originarios 
en América Latina, incluso en al-
gunas audiencias públicas del Tri-
bunal Permanente de los Pueblos 
(TPP) en Estados Unidos: existe 
la pretensión, nada solapada, de 
expulsar al pueblo garífuna de 
sus territorios en Honduras, des-
conocerle sus derechos, deshabi-
litarle sus estrategias de subsis-
tencia y empujarlos a un exilio a 
Estados Unidos donde los reciben 
con marginación, encierro, mal-
trato y hasta trabajo esclavo.

La expulsión rotunda. En sep-
tiembre, en una reunión celebra-
da en La Ceiba, Honduras, para 
hablar de la expansión de los 
monocultivos, las organizaciones 
continentales participantes seña-
laron que “la expansión frenética 
y masiva de los monocultivos en 
el continente, coloca en condicio-
nes precarias a campesinos, pue-
blos indígenas y negros, además 
de generar un enorme impacto 
ambiental”, y que los cultivos de 
palma africana, soya, eucaliptos 
y pastizales, se han convertido 
en “feroces instrumentos de aca-

paramiento de tierras” —lo que 
redunda en la expulsión, muchas 
veces armada y paramilitar, de 
las comunidades. Una expulsión 
agravada por el trasvase de ríos 
y acuíferos, la desecación de hu-
medales, los proyectos turísticos, 
mineros y petrolíferos. 

Hace poco, el Observatorio 
Latinoamericano de Conflictos 
Ambientales afirmó del caso ga-
rífuna: “Denunciamos enérgica-
mente las graves violaciones a los 
derechos humanos, el despojo y 
desplazamiento de los pueblos, 
la criminalización de la lucha por 
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la defensa de los territorios, las 
acciones de amenazas y persecu-
ciones que desde hace varios años 
se imponen para favorecer los 
intereses empresariales en claro 
detrimento de los derechos colec-
tivos”.

La Organización Fraternal Ne-
gra Hondureña (OFRANEH) sigue 
denunciando desalojos como el 
de Armenia para favorecer a la 
Standard Fruit Company o el de 
Barra Vieja, a manos de la Em-
presa Nacional Portuaria e Indu-
ra Beach Resort. 

El propio Estado hondureño 
litiga contra las comunidades 
intentando desconocer sus dere-
chos territoriales. Ante la Corte 
Interamericana de Derechos Hu-
manos (en Costa Rica y luego en 
Paraguay) insistió en negarle al 
pueblo garífuna su condición de 
pueblo originario de Honduras y 
su derecho al territorio. 

Pese a que la Corte Interameri-
cana le señaló al Estado hondure-
ño su incongruencia (al no acep-
tar territorialidades ancestrales 
no tituladas), la misma Corte de 
Apelaciones de la Ceiba, en Hon-
duras, “en base a una cuestionable 
ley de municipalidades y la ilegal 
ley de propiedad”, dice OFRANEH, 
“pretende satisfacer los mandatos 
de los empresarios”. 

Ante el desalojo, el pueblo 
garífuna está huyendo. Sabe que 
las llamadas Zonas de Empleo y 
Desarrollo económico (ZEDE) lo 
empujarán literalmente a quedar 
encerrado en ciudades modelo, 
donde todo está privatizado, ter-
cerizado —de la gestión de los 
servicios a la seguridad— incluso 
la justicia. El extremo es la invi-
vible existencia impuesta por los 
grupos criminales, coludidos con 
los gobiernos, en la región.

Exilio hacia el encierro. Para irse 
a Estados Unidos (hay entre 75 
mil y 90 mil garífunas tan sólo en 
el Bronx) los garífunas tienen que 

atravesar la intrincada maraña 
de corrupciones, hostigamientos, 
asaltos, violaciones y vejación (a 
manos de la policía y los grupos 
criminales) que los esperan en te-
rritorio mexicano. Basta revisar 
los horrores del caso de Ángel 
Amílcar Colón, migrante garífu-
na inocente, preso en condiciones 
inhumanas en cárceles mexicanas 
desde 2009, cuya libertad, por de-
sistimiento de la autoridad (por-
que él es inocente de los cargos) 
apenas ocurrió hace unos días.

En preaudiencias relacionadas 
con migración en el Capítulo Mé-
xico del TPP, celebradas en Nueva 
York y Seattle, las denuncias de 
varias mujeres garífunas hablan 
de por lo menos 189 madres con 
hijos que en vez de ser deportadas 
al llegar, las autoridades les ponen 
a los hijos en albergues y a ellas les 
colocan grilletes electrónicos que 
literalmente las espían, rastrean y 
controlan sus movimientos, y pre-
tenden quebrarlas mentalmente. 
Una de ellas dijo en la preaudien-
cia celebrada en la sede de Nacio-
nes Unidas: “Nunca pensamos que 
seríamos esclavas aquí en Estados 
Unidos, como lo fueron nuestros 
ancestros africanos. Los grilletes 
suenan, nos hablan, nos obligan a 
regresar a casa para recargarles la 
batería, nos impiden salir de cier-
tas áreas y permiten que la policía 
entre a nuestras casas a cualquier 
hora intimidándonos como se les 
pega la gana. Por qué no nos de-
portaron. Tal vez quieren saber 
quienes son nuestras amistades”. 

Otra más declaró: “Es raro, 
sólo les ponen los grilletes a las 
mujeres. Los hombres los depor-
tan o los ponen a trabajar en cen-
tros de detención por un dólar al 
día. Hay quien dice que nos están 
probando, y que nos quieren so-
meter, doblegar, para que acepte-
mos sus condiciones”.

Y cuando no les ponen grille-
tes, el destino de los migrantes es 
la deportación o los centros de 

detención privados, como el de 
Newark, o como el de Tacoma 
en Seattle, estado de Washing-
ton. Tales centros de detención 
de GEO [la empresa privada que 
los maneja y fabrica los grilletes 
electrónicos] son prisiones lucra-
tivas puestas en vigor desde 1996 
y que no están administradas por 
el gobierno federal o estatal, por 
lo que no rinden cuentas del tra-
to impartido a los reclusos. Los 
testimonios de los detenidos re-
portan tratos inhumanos, enca-
denamiento de pies y manos y 
amordazamiento, “ser castigados 
si piden respeto, negativa de tra-
tamiento médico y de los instru-
mentos más básicos de higiene”. 

En la preaudiencia del TPP ce-
lebrada en Seattle, los jurados 
hicieron la siguiente recomenda-
ción, entre otras muchas:

 “El sistema de detención (in-
cluidos los centros de detención 
física en sí mismos), debe ser des-
mantelado. No se debe separar a 
las familias por ninguna forma de 
cumplimiento migratorio. El siste-
ma de cumplimiento de las leyes 
migratorias se privatizó y corpora-
ciones privadas como Geo Corpo-
ration (antes Wackenhunt, y antes 
la Agencia Pinkerton) con un largo 
récord de abusos hacia los trabaja-
dores y los migrantes, presionan en 
pos de una aplicación más estricta 
para garantizar mayores ganan-
cias. Debe eliminarse a las corpo-
raciones privadas de todos los as-
pectos del sistema migratorio, en 
especial de la ejecución de la ley”.

Es increíble que mientras en un 
polo se promueve la expulsión, 
en el otro el destino de los expul-
sados sea caer esclavizados por 
haber creído que llegarían al país 
de la libertad y las oportunida-
des. En ambos polos, la sociedad 
civil tendrá que ejercer presión 
para salvaguardar la integridad 
del pueblo garífuna con sus terri-
torios ancestrales. l


